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Resumen: Este estudio está destinado a analizar la sentencia de la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia Nº 1.939 de 18 de diciembre 
de 2008, mediante la cual la Sala, a petición de la Procuraduría General de 
la República, declaró como inejecutable una decisión de la Corte Interameri­
cana de Derechos Humanos del mismo año, en la cual se condenó al Estado 
venezolano por violación de las garantías judiciales de unos magistrados de 
la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, quienes en 2003 habían 
sido destituidos de sus cargos por el solo hecho de haber acordado una me­
dida cautelar en un juicio de nulidad y amparo iniciado por la Federación 
Médica Venezolana, suspendiendo los efectos de unos actos administrativos 
mediante los cuales el Estado había contratado médicos cubanos para ejer­
cer la profesión médica en el país sin cumplir con los requisitos establecidos 
en la Ley de Ejercicio de la Medicina. 

La Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia mediante sentencia Nº 1.939 
de 18 de diciembre de 2008, que se identifica como Caso Gustavo Álvarez Arias y otros, 
cuando en realidad es el Caso Estado venezolano vs. La Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, pues la sentencia se dictó en juicio iniciado por la Procuraduría General de la 
República que es órgano dependiente del Ejecutivo Nacional, declaró inejecutable la senten­
cia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de fecha 5 de agosto de 2008," dictada 
en el caso de los ex-magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (Apitz 
Barbera y otros ("Corte Primera de lo Contencioso Administrativo" vs. Venezuela). En 
dicha sentencia, la Corte Interamericana en demanda contra el Estado formulada por la Co­
misión Interamericana de derechos Humanos a petición de dichos ex magistrados la Corte 
Primera de lo Contencioso Administrativo, decidió que el Estado Venezolano les había vio­
lado las garantías judiciales establecidas en la Convención Americana al haberlos destituido 
de sus cargos, condenando al Estado a pagar las compensaciones prescritas, a reincorporarlos 
en sus cargos o en cargos similares, y a publicar el fallo en la prensa venezolana. 1 

Esta decisión, propia de un régimen autoritario, puede decirse que es la culminación de 
un proceso jurisprudencial desarrollado por el Juez Constitucional en Venezuela, que comen­
zó con el desconocimiento del rango supra constitucional de los tratados internacionales que 
establece el artículo 23 de la Constitución, y que ha culminado con desconocimiento de las 
decisiones de un tribunal internacional, como es la Corte Interamericana de Derechos Huma-

Ver página www.corteidh.or.cr. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C Nº 
182. 
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nos, que fue creada por la Convención Americana de Derechos Humanos ratificada por V e­
nezuela en 1977, país que también reconoció la jurisdicción de la Corte Interamericana en 
1981. 

I. LA JERARQUÍA SUPRA CONSTITUCIONAL DE LOS TRATADOS INTERNA­
CIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS Y SU DESCONOCIMIEN­
TO POR LA SALA CONSTITUCIONAL 

Siguiendo una tendencia universal contemporánea, que ha permitido a los tribunales 
constitucionales la aplicación directa de los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos para su protección, ampliando progresivamente el elenco de los mismos, en el pro­
pio texto de las Constituciones se ha venido progresivamente reconociendo en forma expresa 
el rango normativo de los referidos tratados, de manera que en la actualidad pueden distin­
guirse cuatro rangos diversos reconocidos en el derecho interno, rango supra constitucional, 
rango constitucional, rango supra legal o rango legal.2 

En el caso de la Constitución venezolana se ha considerado que el rango otorgado a di­
chos tratados en materia de derechos humanos ha sido el rango supra constitucional, es decir, 
un rango superior respecto de las propias normas constitucionales, los cuales deben prevale­
cer sobre las mismas en caso de regulaciones más favorables a su ejercicio. 

En efecto, como es sabido, el artículo 23 de la Constitución de 1999 dispone lo si­
guiente: 

Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscri­
tos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el orden in­
terno, en la medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las 
establecidas en esta Constitución y en las leyes de la República, y son de aplicación inmedia­
ta y directa por los tribunales y demás órganos del Poder Público. 

Este artículo de la Constitución, sin duda, es uno de los más importantes en materia de 
derechos humanos3

, ya que además, establece la aplicación inmediata y directa de dichos 
tratados por los tribunales y demás autoridades del país. Su inclusión en la Constitución, sin 
duda, fue un avance significativo en la construcción del esquema de protección de los dere­
chos humanos, que se aplicó por los tribunales declarando la prevalencia de las normas de 
Convención Americana de Derechos Humanos en relación con normas constitucionales y 
legales, antes de que la Sala Constitucional comenzara a dictar decisión restrictiva. 

2 En relación con esta clasificación general, véase: Rodolfo E. Piza R., Derecho internacional de los 
derechos humanos: La Convención Americana, San José 1989; y Carlos Ayala Corao, "La jerar­
quía de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos", en El nuevo derecho constitu­
cional latinoamericano, IV Congreso venezolano de Derecho constitucional, Vol. II, Caracas 1996 
y La jerarquía constitucional de los tratados sobre derechos humanos y sus consecuencias, Méxi­
co, 2003; Humberto Henderson, "Los tratados internacionales de derechos humanos en el orden 
interno: la importancia del principio pro homine", en Revista IIDH, Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos, Nº 39, San José 2004, pp. 71 y ss. Véase también, Allan R. Brewer-Carías, 
Mecanismos nacionales de protección de los derechos humanos, Instituto Internacional de Dere­
chos Humanos, San José, 2004, pp.62 y ss. 

3 La incorporación de este artículo en el texto de la Constitución, se hizo a propuesta nuestra. Véase 
Allan R. Brewer-Carías, Debate Constituyente, (Aportes a la Asamblea Nacional Constituyente), 
Fundación de Derecho Público, Caracas 1999, pp. 88 y ss y 111 y ss. 
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Fue el caso, por ejemplo, del derecho a la revisión judicial de sentencias, a la apelación 
o derecho a la segunda instancia que en materia contencioso administrativa se excluía en la 
derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de 1976,4 respecto de la impugnación 
de actos administrativos emanados de institutos autónomos o Administraciones independien­
tes'. En esos casos se establecía una competencia de única instancia de la Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativa, sin apelación ante la Sala Político Administrativa de la Corte 
Suprema. La Constitución de 1999 solo reguló como derecho constitucional el derecho de 
apelación en materia de juicios penales a favor de la persona declarada culpable (art. 40,1); 
por lo que en el mencionado caso de juicios contencioso administrativos, no existía una ga­
rantía constitucional expresa a la apelación, habiendo sido siempre declarada inadmisible la 
apelación contra las decisiones de única instancia de la Corte Primera de lo Contencioso. 

Sin embargo, después de la entrada en vigencia de la Constitución de 1999, al ejercerse 
recursos de apelación contra decisiones de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativa 
para ante la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, alegándose la inconstitucio­
nalidad de la norma de la Ley Orgánica que limitaba el derecho de apelación en ciertos casos, 
la Corte Primera, en ejercicio del control difuso de constitucionalidad, comenzó a admitir la 
apelación basándose en que el derecho de apelar las decisiones judiciales ante el tribunal 
superior se establece en el artículo 8,2,h de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
la cual se consideró como formando parte del derecho constitucional interno del país. El tema 
finalmente también llegó a decisión por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, la cual 
en 2000 resolvió reconocer y declarar con fundamento en la disposición prevista en el artícu­
lo 23 de la Constitución: 

"que el artículo 8, numerales 1 y 2 (literal h), de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, forma parte del ordenamiento constitucional de Venezuela; que las disposiciones 
que contiene, declaratorias del derecho a recurrir del fallo, son más favorables, en lo que 
concierne al goce y ejercicio del citado derecho, que la prevista en el artículo 49, numeral 1, 
de dicha Constitución; y que son de aplicación imnediata y directa por los tribunales y demás 
órganos del Poder Público"5

• 

4 Véase los comentarios en Allan R. Brewer-Carías y Josefina Calcaño de Temeltas, Ley Orgánica 
de la Corte Suprema de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1978. 

5 Sentencia Nº 87 del 13 de marzo de 2000, Caso C.A. Electricidad del Centro (Elecentro) y otra vs. 
Superintendencia para la Promoción y Protección de la Libre Competencia. (Procompetencia), en 
Revista de Derecho Público, Nº 81, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 157. La Sala 
Constitucional incluso resolvió el caso estableciendo una interpretación obligatoria, que exigía la 
re-redacción de la Ley Orgánica, disponiendo lo siguiente: "En consecuencia, visto que el último 
aparte, primer párrafo, del artículo 185 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, dispo­
ne lo siguiente: "Contra las decisiones que dicto dicho Tribunal en los asuntos señalados en los or­
dinales 1 al 4 de este artículo no se oirá recurso alguno"; visto que la citada disposición es incom­
patible con las contenidas en el artículo 8, numerales 1 y 2 (literal h), de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, las cuales están provistas de jerarquía constitucional y son de aplicación 
preferente; visto que el segundo aparte del artículo 334 de la Constitución de la República estable­
ce lo siguiente: "En caso de incompatibilidad entre esta Constitución y una ley u otra norma jurí­
dica, se aplicarán las disposiciones constitucionales, correspondiendo a los tribunales en cualquier 
causa, aun de oficio, decidir lo conducente", ésta Sala acuerda dejar sin aplicación la disposición 
transcrita, contenida en el último aparte, primer párrafo, del artículo 185 de la Ley Orgánica en re­
ferencia, debiendo aplicarse en su lugar, en el caso de la sentencia que se pronuncie, de ser el caso, 
sobre el recurso contencioso administrativo de anulación interpuesto por la parte actora ante la 
Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (expediente Nº 99-22167), la disposición prevista 
en el último aparte, segundo párrafo, del artículo 185 eiusdem, y la cual es del tenor siguiente: 
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Sin embargo, desafortunadamente, la clara disposición constitucional del artículo 23, 
tres años después, fue interpretada por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi­
cia, en una forma abiertamente contraria a este precedente, al texto de la norma y a lo que fue 
la intención del constituyente. En efecto, en la sentencia Nº 1.492 del 7 de julio de 2003,6 al 
decidir una acción popular de inconstitucionalidad intentada contra varias normas del Código 
Penal contentivas de normas llamadas "leyes de desacato" por violación de la libertad de 
expresión y, en particular, de lo dispuesto en tratados y convenciones internacionales, la Sala 
Constitucional de dicho Tribunal Supremo, resolvió que siendo la misma el máximo y último 
intérprete de la Constitución, "al incorporarse las normas sustantivas sobre derechos huma­
nos, contenidas en los Convenios, Pactos y Tratados Internacionales a la jerarquía constitu­
cional.. .a la efectos del derecho interno es esta Sala Constitucional [la] que determina el 
contenido y alcance de las normas y principios constitucionales (artículo 335 constitucional), 
entre las cuales se encuentran las de los Tratados, Pactos y Convenciones suscritos y ratifica­
dos legalmente por Venezuela, relativos a derechos humanos." En esta forma, la Sala Consti­
tucional concluyó su decisión señalando que "es la Sala Constitucional quien determina cuá­
les normas sobre derechos humanos de esos tratados, pactos y convenios, prevalecen en el 
orden interno; al igual que cuáles derechos humanos no contemplados en los citados instru­
mentos internacionales tienen vigencia en Venezuela," limitando así el poder general de los 
jueces al ejercer el control difuso de la constitucionalidad, de poder aplicar directamente y 
dar prevalencia en el orden interno a las normas de la Convención Americana. 

Finalmente, en la sentencia mencionada al inicio Nº 1.939 de 18 de diciembre de 2008 
(Caso Gustavo Álvarez Arias y otros) la Sala Constitucional al declarar inejecutable la sen­
tencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 5 de agosto de 2008, dic­
tada en el caso de los ex-magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo 
(Apitz Barbera y otros ("Corte Primera de lo Contencioso Administrativo") vs. Venezuela), 
ha resuelto definitivamente que 

"el citado artículo 23 de la Constitución no otorga a los tratados internacionales sobre dere­
chos humanos rango "supraconstitucional", por lo que, en caso de antinomia o contradicción 
entre una disposición de la Carta Fundamental y una norma de un pacto internacional, co­
rrespondería al Poder Judicial determinar cuál sería la aplicable, tomando en consideración 
tanto lo dispuesto en la citada norma como en la jurisprudencia de esta Sala Constitucional 
del Tribunal Supremo de Justicia, atendiendo al contenido de los artículos 7, 266.6, 334, 335, 
336.11 eiusdem y el fallo número 1077 /2000 de esta Sala." 

A los efectos de fundamentar su decisión, y rechazar la existencia de valores superiores 
no moldeables por el proyecto político autoritario, la Sala aclaró los siguientes conceptos: 

"Sobre este tema, la sentencia de esta Sala Nº 1309/2001, entre otras, aclara que el derecho 
es una teoría normativa puesta al servicio de la política que subyace tras el proyecto axioló­
gico de la Constitución y que la interpretación debe comprometerse, si se quiere mantener la 
supremacía de la Carta Fundamental cuando se ejerce la jurisdicción constitucional atribuida 
a los jueces, con la mejor teoría política que subyace tras el sistema que se interpreta o se in­
tegra y con la moralidad institucional que le sirve de base axiológica (interpretatio favor 
Constitutione). Agrega el fallo citado: "en este orden de ideas, los estándares para dirimir el 

'Contra las sentencias definitivas que dicte el mismo Tribunal ... podrá interponerse apelación de­
ntro del término de cinco días, ante la Corte Suprema de Justicia (rectius: Tribunal Supremo de 
Justicia)'. Así se decide." Idem p. 158. 

6 Véase en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, pp. 
136 y SS. 



JURISPRUDENCIA 253 

conflicto entre los principios y las normas deben ser compatibles con el proyecto político de 
la Constitución (Estado Democrático y Social de Derecho y de Justicia) y no deben afectar la 
vigencia de dicho proyecto con elecciones interpretativas ideológicas que privilegien los de­
rechos individuales a ultranza o que acojan la primacía del orden jurídico internacional sobre 
el derecho nacional en detrimento de la soberanía del Estado". 

Concluye la sentencia que: "no puede ponerse un sistema de principios supuestamente 
absoluto y suprahistórica por encima de la Constitución" y que son inaceptables las teorías 
que pretenden limitar "so pretexto de valideces universales, la soberanía y la autodetermina­
ción nacional". En el mismo sentido, la sentencia de esta Sala Nº 1265/2008 estableció que 
en caso de evidenciarse una contradicción entre la Constitución y una convención o tratado 
internacional, "deben prevalecer las normas constitucionales que privilegien el interés general 
y el bien común, debiendo aplicarse las disposiciones que privilegien los intereses colectivos 
( ... ) sobre los intereses particulares ... " 7 

En esta forma, la Sala Constitucional en el V ene zuela ha dispuesto una ilegítima muta­
ción constitucional, reformando el artículo 23 de la Constitución al eliminar el carácter su­
pranacional de la Convención Americana de Derechos Humanos en los casos en los cuales 
contenga previsiones más favorables al goce y ejercicio de derechos humanos respecto de las 
que están previstas en la propia Constitución. 

Debe advertirse que esa fue una de las propuestas de reforma que se formularon por el 
"Consejo Presidencial para la Reforma de la Constitución," designado por el Presidente de la 
República,8 en su informe de junio de 2007,9 en el cual en relación con el artículo 23 de la 
Constitución, se buscaba eliminaba totalmente la jerarquía constitucional de las previsiones 
de los tratados internacionales de derechos humanos y su prevalencia sobre el orden interno, 
formulándose la norma sólo en el sentido de que: "los tratados, pactos y convenciones relati­
vos a derechos humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, mientras se mantenga vigen­
tes, forma parte del orden interno, y son de aplicación inmediata y directa por los órganos del 
Poder Público". 

Esa propuesta de reforma constitucional que afortunadamente no llegó a cristalizar, era 
un duro golpe al principio de la progresividad en la protección de los derechos que se recoge 
en el artículo 19 de la Constitución, que no permite regresiones en la protección de los mis­
mos.10 Sin embargo, lo que no pudo hacer el régimen autoritario mediante una reforma cons­
titucional, la cual al final fue rechazada por el pueblo, lo hizo la Sala Constitucional del Tri­
bunal Supremo en su larga carrera al servicio del autoritarismo. 11 

7 Véase en http://www. tsj. gov. ve/ decisiones/ scon/Diciembre/l 939- l 8 l 208-2008-08-1572.html 

8 Véase Decreto Nº 5138 de 17-01-2007, Gaceta Oficial Nº 38.607 de 18-01-2007. 

9 El documento circuló en junio de 2007 con el título Consejo Presidencial para la Reforma de la 
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, "Modificaciones propuestas". El texto 
completo fue publicado como Proyecto de Reforma Constitucional. Versión atribuida al Consejo 
Presidencial para la reforma de la Constitución de la república Bolivariana de Venezuela, Editorial 
Atenea, Caracas 01 de julio de 2007, 146 pp. 

10 Véase esta proyectada reforma constitucional Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolidación de 
un Estado Socialista, Centralizado, Policial y Militarista. Comentarios sobre el sentido y alcance 
de las propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, Nº 42, Editorial 
Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 122 y ss. 

11 Véase entre otros aspectos, los contenidos en el libro Allan R. Brewer-Carías, Crónica sobre la 
"In" Justicia Constitucional. La Sala Constitucional y el autoritarismo en Venezuela, Colección 
Instituto de Derecho Público, Universidad Central de Venezuela, Nº 2, Caracas 2007. 
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II. LA OBLIGATORIEDAD DE LAS DECISIONES DE LA CORTE INTERMAERI­
CANA DE DERECHOS HUMANOS Y LA DECLARATORIA DE SU "INEJECU­
TABILIDAD" POR REGÍMENES AUTORITARIOS 

Pero además del desconocimiento del rango supra constitucional de la Convención 
Americana de Derechos Humanos, la Sala Constitucional en la sentencia indicada ha desco­
nocido las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, declarándolas ineje­
cutables, contrariando el régimen internacional de los tratados. En el caso de la Convención 
Americana de Derechos Humanos una vez que los Estados Partes han reconocido la jurisdic­
ción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, conforme al artículo 68.1 de la Con­
vención, los mismos "se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que 
sean partes." 

Como lo señaló la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la decisión del Caso 
Castillo Petruzzi, sobre "Cumplimiento de sentencia" del 7 de noviembre de 1999 (Serie C, 
núm. 59), "Las obligaciones convencionales de los Estados parte vinculan a todos los poderes 
y órganos del Estado," (par. 3) agregando "Que esta obligación corresponde a un principio 
básico del derecho de la responsabilidad internacional del Estado, respaldado por la juris­
prudencia internacional, según el cual los Estados deben cumplir sus obligaciones conven­
cionales de buena fe (pacta sunt servanda) y, como ya ha señalado esta Corte, no pueden 
por razones de orden interno dejar de asumir la responsabilidad internacional ya estableci­
da." (par. 4). 12 

No han faltado Estados, sin embargo, que se hayan rebelado contra las decisiones de la 
Corte Interamericana y hayan pretendido eludir su responsabilidad en el cumplimiento de las 
mismas. Esa sentencia de la Corte Interamericana es prueba de ello, dictada precisamente con 
motivo de la ejecución de la sentencia del Caso Castillo Petruzzi del de 30 de mayo de 1999 
(Serie C, núm. 52), en la cual la Corte Interamericana declaró que el Estado peruano había 
violado los artículos 20; 7.5; 9; 8.1; 8.2.b,c,d y f; 8.2.h; 8.5; 25; 7.6; 5; 1.1 y 2, declarando 
además "la invalidez, por ser incompatible con la Convención, del proceso en contra de los 
señores Jaime Francisco Sebastián Castillo Petruzzi" y otros, ordenando "que se les garantice 
un nuevo juicio con la plena observancia del debido proceso legal," y además, "al Estado 
adoptar las medidas apropiadas para reformar las normas que han sido declaradas violatoria 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en la presente sentencia y asegurar el 
goce de los derechos consagrados en la Convención Americana sobre derechos Humanos a 
todas las personas que se encuentran bajo su jurisdicción, sin excepción alguna."13 

En relación con esa decisión de la Corte Interamericana, según informa la sentencia que 
comentamos Nº 1.939 de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Venezuela de 18 de 
diciembre de 2008 (Caso Abogados Gustavo Álvarez Arias y otros), en la cual también se 
declaró inejecutable una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la Sala 
Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar del Perú se negó a ejecutar el fallo, conside­
rando entre otras cosas: 

12 Sergio García Ramírez (Coord.), La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Universidad Nacional Autónoma de México, Corte Interamericana de Derechos Huma­
nos, México, 2001, pp. 628-629. 

13 Idem, pp. 626-628 
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"que el poder judicial "es autónomo y en el ejercicio de sus funciones sus miembros no de­
penden de ninguna autoridad administrativa, lo que demuestra un clamoroso desconocimien­
to de la Legislación Peruana en la materia"; que "pretenden desconocer la Constitución Polí­
tica del Perú y sujetarla a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en la interpre­
tación que los jueces de dicha Corte efectúan ad-libitum en esa sentencia"; que el fallo cues­
tionado, dictado por el Tribunal Supremo Militar Especial, adquirió la fuerza de la cosa juz­
gada, "no pudiendo por lo tanto ser materia de un nuevo juzgamiento por constituir una in­
fracción al precepto constitucional"; que "en el hipotético caso que la sentencia dictada por la 
Corte Interamericana fuera ejecutada en los términos y condiciones que contiene, existiría un 
imposible jurídico para darle cumplimiento bajo las exigencias impuestas por dicha jurisdic­
ción supranacional", pues "sería requisito ineludible que previamente fuera modificada la 
Constitución" y que "la aceptación y ejecución de la sentencia de la Corte en este tema, pon­
dría en grave riesgo la seguridad interna de la República." 14 

Precisamente frente a esta declaratoria por la Sala Plena del Consejo Supremo de Justi­
cia Militar del Perú sobre la inejecutabilidad del fallo de 30 de mayo de 1999 de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en el Perú, fue que la misma Corte Interamericana 
dictó el fallo subsiguiente, antes indicado, de 7 de noviembre de 1999, declarando que "el 
Estado tiene el deber de dar pronto cumplimiento a la sentencia de 30 de mayo de 1999 dic­
tada por la Corte Interamericana en el caso Castillo Petruzzi y otros." 15 Ello ocurrió durante 
el régimen autoritario que tuvo el Perú en la época del Presidente Fujimori, y que condujo a 
que dos meses después de dictarse la sentencia de la Corte Interamericana del 30 de mayo de 
1999, el Congreso del Perú aprobase el 8 de julio de 1999 el retiro del reconocimiento de la 
competencia contenciosa de la Corte, lo que se depositó al día siguiente en la Secretaría Ge­
neral de la OEA/ Este retiro fue declarado inadmisible por la propia Corte Interamericana, en 
la sentencia del caso Jvcher Bronstein de 24 de septiembre de 1999, considerando que un 
"Estado parte sólo puede sustraerse a la competencia de la Corte mediante la denuncia del 
tratado como un todo." 16 

En el caso de Venezuela, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo también ha decla­
rado como inejecutable en la mencionada decisión Nº 1.939 de 18 de diciembre de 2008 
(Caso Abogados Gustavo Álvarez Arias y otros), la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos Primera de 5 de agosto de 2008 en el caso Apitz Barbera y otros ("Corte 
Primera de lo Contencioso Administrativo") vs. Venezuela, en la cual como se ha dicho 
decidió que el Estado Venezolano había violado las garantías judiciales establecidas en la 
Convención Americana de los jueces de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo 
que habían sido destituidos, condenando al Estado a pagar las compensaciones prescritas, a 
reincorporarlos en sus cargos o en cargos similares y a publicar el fallo en la prensa venezo­
lana.17 En su sentencia, además de declarar inejecutable dicho fallo, la Sala Constitucional 
solicitó al Ejecutivo Nacional que denunciara la Convención Americana de Derechos Huma­
nos, y acusó a la Corte Interamericana de haber usurpado el poder del Tribunal Supremo. 

14 Véase enhttp://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-1572.html 

15 Sergio García Ramírez (Coord.), La Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Universidad Nacional Autónoma de México, Corte Interamericana de Derechos Huma­
nos, México, 2001, p. 629. 

16 Idem, pp. 7 69-771. En todo caso, posteriormente en 2001 Perú derogó la Resolución de julio de 
1999, restableciéndose a plenitud la competencia de la Corte interamericana para el Estado. 

17 Véase en www.corteidh.or.cr. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C, Nº 
182. 
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El tema como se ha dicho, ya lo había adelantado la Sala Constitucional en su conocida 
sentencia Nº 1.942 de 15 de julio de 2003 (Caso: Impugnación de artículos del Código Pe­
nal, Leyes de desacato), 18 en la cual al referirse a los Tribunales Internacionales "comenzó 
declarando en general, que en Venezuela "por encima del Tribunal Supremo de Justicia y a 
los efectos del artículo 7 constitucional, no existe órgano jurisdiccional alguno, a menos que 
la Constitución o la ley así lo señale, y que aun en este último supuesto, la decisión que se 
contradiga con las normas constitucionales venezolanas, carece de aplicación en el país, y así 
se declara." 

En esa decisión, la Sala continuó distinguiendo respecto de los Tribunales Internaciona­
les, aquellos de carácter supranacional como los de integración, basados en los artículos 73 y 
153 de la Constitución que "contemplan la posibilidad que puedan transferirse competencias 
venezolanas a órganos supranacionales, a los que se reconoce que puedan imniscuirse en la 
soberanía nacional;" 19 de aquellos de carácter Multinacionales y Transnacionales "que nacen 
porque varias naciones, en determinadas áreas, escogen un tribunal u organismo común que 
dirime los litigios entre ellos, o entre los países u organismos signatarios y los particulares 
nacionales de esos países signatarios," considerando que en estos casos "no se trata de orga­
nismos que están por encima de los Estados Soberanos, sino que están a su mismo nivel." En 
esta última categoría clasificó precisamente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
considerando que en estos casos, "un fallo violatorio de la Constitución de la República Boli­
variana de Venezuela se haría inejecutable en el país. Ello podría dar lugar a una reclamación 
internacional contra el Estado, pero la decisión se haría inejecutable en el país, en este caso, 
en Venezuela." La Sala, insistió en esta doctrina señalando que: 

"Mientras existan estados soberanos, sujetos a Constituciones que les crean el marco jurídico 
dentro de sus límites territoriales y donde los órganos de administración de justicia ejercen la 
función jurisdiccional dentro de ese Estado, las sentencias de la justicia supranacional o 
transnacional para ser ejecutadas dentro del Estado, tendrán que adaptarse a su Constitución. 
Pretender en el país lo contrario sería que Venezuela renunciara a la soberanía. ,,2o 

De esta afirmación resultó la otra afirmación general de la Sala Constitucional de que 
fuera de los casos de procesos de integración supranacional, "la soberanía nacional no puede 
sufrir distensión alguna por mandato del artículo 1 constitucional, que establece como dere­
chos irrenunciables de la Nación: la independencia, la libertad, la soberanía, la integridad 
territorial, la inmunidad y la autodeterminación nacional. Dichos derechos constitucionales 
son irrenunciables, no están sujetos a ser relajados, excepto que la propia Carta Fundamental 
lo señale, conjuntamente con los mecanismos que lo hagan posible, tales como los contem­
plados en los artículos 73 y 336.5 constitucionales, por ejemplo."21 

18 Véase en Revista de Derecho Público, Nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2003, pp. 
136 SS. 

19 En este caso de tribunales creados en el marco de un proceso de integración supranacional, la Sala 
puntualizó que "Distinto es el caso de los acuerdos sobre integración donde la soberanía estatal ha 
sido delegada, total o parcialmente, para construir una soberanía global o de segundo grado, en la 
cual la de los Estados miembros se disuelve en aras de una unidad superior. No obstante, incluso 
mientras subsista un espacio de soberanía estatal en el curso de un proceso de integración y una 
Constitución que la garantice, las normas dictadas por los órganos legislativos y judiciales comu­
nitarios no podrían vulnerar dicha área constitucional, a menos que se trate de una decisión general 
aplicable por igual a todos los Estados miembros, como pieza del proceso mismo de integración." 
Idem, p. 140. 

20 Idem, p. 139. 

21 Idem, p. 138. 
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Esta doctrina fue la que precisamente ha sido aplicada ahora en la sentencia Nº 1.939 de 
18 de diciembre de 2008, en la cual la Sala Constitucional se apoyó expresamente en una 
extensa cita de la sentencia 1.942 de 15 de julio de 2003. 

Esta sentencia Nº 1.939 de 18 de diciembre de 2008, en efecto, la dictó la Sala Consti­
tucional con motivo de una "acción de control de la constitucionalidad" formulada por abo­
gados de la procuraduría general de la república, es decir, representantes de la República de 
Venezuela, "referida a la interpretación acerca de la conformidad constitucional del fallo de 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de fecha 5 de agosto de 2008," en el caso de 
los ex-magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo (Apitz Barbera y 
otros ("Corte Primera de lo Contencioso Administrativo") vs. Venezuela). 

Lo primero que destaca de este asunto, es que quien peticionó ante la Sala Constitucio­
nal fue el propio Estado obligado a ejecutar las sentencia internacionales a través de la Procu­
raduría General de la República, y la petición se formuló a través de un curiosa "acción de 
control constitucional" para la interpretación de la conformidad con la Constitución de la 
misma, no prevista en el ordenamiento. 

La fundamentación básica de la acción interpuesta por el Estado fue que las decisiones 
de los "órganos internacionales de protección de los derechos humanos no son de obligatorio 
cumplimiento y son inaplicables si violan la Constitución," ya que lo contrario "sería subver­
tir el orden constitucional y atentaría contra la soberanía del Estado," denunciando ante la 
Sala que la sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos viola "la supremacía 
de la Constitución y su obligatoria sujeción violentando el principio de autonomía del poder 
judicial, pues la misma llama al desconocimiento de los procedimientos legalmente estable­
cidos para el establecimiento de medidas y sanciones contra aquellas actuaciones desplegadas 
por los jueces que contraríen el principio postulado esencial de su deber como jueces de la 
República." 

El Estado en su petición ante su Sala Constitucional, además, alegó que "la sentencia de 
manera ligera dispone que los accionantes no fueron juzgados por un juez imparcial, -no 
obstante señalar previamente que no fue debidamente comprobada tal parcialidad- y que por 
el supuesto hecho de no existir un procedimiento idóneo previsto en el ordenamiento jurídico 
venezolano para investigar y sancionar la conducta denunciada por los Ex Magistrados, en­
tonces concluye que no solo tales ciudadanos no incurrieron en motivo alguno que justifique 
su destitución". Y concluyó afirmando que el fallo de la Corte Interamericana era inaceptable 
y de imposible ejecución por parte del propio Estado peticionante. 

La Sala Constitucional, para decidir, obviamente tuvo que comenzar por encuadrar la 
acción propuesta por el Estado, deduciendo que la misma no pretendía "la nulidad" del fallo 
de la Corte Interamericana "por lo que el recurso de nulidad como mecanismo de control 
concentrado de la constitucionalidad no resulta el idóneo." Tampoco consideró la Sala que se 
trataba de "una colisión de leyes, pues de lo que se trata es de una presunta controversia entre 
la Constitución y la ejecución de una decisión dictada por un organismo internacional fun­
damentada en normas contenidas en una Convención de rango constitucional, lo que excede 
los límites de ese especial recurso." 

En virtud de ello, la Sala simplemente concluyó que de lo que se trataba era de una peti­
ción "dirigida a que se aclare una duda razonable en cuanto a la ejecución de un fallo dictado 
por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que condenó a la República Bolivariana 
de Venezuela a la reincorporación de unos jueces y al pago de sumas de dinero," consideran-
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do entonces que se trataba de una "acción de interpretación constitucional" que la propia Sala 
constitucional creó en Venezuela, a los efectos de la interpretación abstracta de normas cons­
titucionales a partir de su sentencia de 22 de septiembre de 2000 (caso Servio Tulio León).22 

A tal efecto, la Sala consideró que era competente para decidir la acción interpuesta, al 
estimar que lo que peticionaban los representantes del Estado en su acción, era una decisión 
"sobre el alcance e inteligencia de la ejecución de una decisión dictada por un organismo 
internacional con base en un tratado de jerarquía constitucional, ante la presunta antinomia 
entre esta Convención Internacional y la Constitución Nacional," estimando al efecto, que el 
propio Estado tenía la legitimación necesaria para intentar la acción ya que el fallo de la 
Corte Interamericana había ordenado la reincorporación en sus cargos de unos ex magistra­
dos, había condenado a la República al pago de cantidades de dinero y había ordenado la 
publicación del fallo. El Estado, por tanto, de acuerdo a la Sala Constitucional tenía interés en 
que se dictase "una sentencia mero declarativa en la cual se establezca el verdadero sentido y 
alcance de la señalada ejecución con relación al Poder Judicial venezolano en cuanto al fun­
cionamiento, vigilancia y control de los tribunales." 

A los efectos de adoptar su decisión, la Sala reconoció el rango constitucional de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos conforme al artículo 23 de la Constitución 
(ratificada en 1977), y consideró que el Estado desde 1981, había reconocido expresamente 
las competencias de la Comisión Interamericana y de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, respectivamente. Sin embargo, precisó que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos no podía "pretender excluir o desconocer el ordenamiento constitucional interno," 
pues "la Convención coadyuva o complementa el texto fundamental que, en el caso de nues­
tro país, es "la norma suprema y el fundamento del ordenamiento jurídico" (artículo 7 consti­
tucional). 

La Sala para decidir, consideró que la Corte Interamericana, para dictar su fallo, además 
de haberse contradicho23 al constatar la supuesta violación de los derechos o libertades prote­
gidos por la Convención: 

"dictó pautas de carácter obligatorio sobre gobierno y administración del Poder Judicial que 
son competencia exclusiva y excluyente del Tribunal Supremo de Justicia y estableció direc­
trices para el Poder Legislativo, en materia de carrera judicial y responsabilidad de los jue­
ces, violentando la soberanía del Estado venezolano en la organización de los poderes públi­
cos y en la selección de sus funcionarios, lo cual resulta inadmisible." 

La Sala consideró entonces que la Corte Interamericana "al no limitarse a ordenar una 
indemnización por la supuesta violación de derechos, utilizó el fallo analizado para intervenir 
inaceptablemente en el gobierno y administración judicial que corresponde con carácter 

22 Véase Revista de Derecho Público, Nº 83, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2000, pp. 247 
SS. 

23 La Sala Constitucional consideró que la Corte Interamericana decidió que la omisión de la Asam­
blea Nacional de dictar el Código de Ética del Juez o Jueza Venezolano, "ha influido en el presen­
te caso, puesto que las víctimas fueron juzgadas por un órgano excepcional que no tiene una esta­
bilidad definida y cuyos miembros pueden ser nombrados o removidos sin procedimientos pre­
viamente establecidos y a la sola discreción del TSJ," pero luego sorprendentemente, en ese mis­
mo párrafo [147] y de manera contradictoria, afirma que no se pudo comprobar que la Comisión 
de Emergencia y Reestructuración del Poder Judicial haya incurrido en desviación de poder o que 
fuera presionada directamente por el Ejecutivo Nacional para destituir a los mencionados ex jueces 
y luego concluye en el cardinal 6 del Capítulo X que "no ha quedado establecido que el Poder Ju­
dicial en su conjunto carezca de independencia". 
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excluyente al Tribunal Supremo de Justicia, de conformidad con la Constitución de 1999," 
haciendo mención expresa a los artículos 254, 255 y 267. Además, estimó la Sala Constitu­
cional que la Corte Interamericana "equipara de forma absoluta los derechos de los jueces 
titulares y los provisorios, lo cual es absolutamente inaceptable y contrario a derecho," reco­
nociendo que respecto de los últimos (citando su sentencia Nº 00673-2008), sin estabilidad 
alguna, están a regidos por la Comisión de Funcionamiento y Reestructuración del Sistema 
Judicial," como un órgano creado con carácter transitorio hasta tanto sea creada la jurisdic­
ción disciplinaria." 

Pero ello no impide, de acuerdo con la Sala Constitucional que se pueda "remover direc­
tamente a un funcionario de carácter provisorio o temporal, sin que opere alguna causa disci­
plinaria" por parte de la "Comisión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia," en forma 
completamente "discrecional." 

Además, destacó la Sala, la "sentencia cuestionada" de la Corte Interamericana "preten­
de desconocer la firmeza de decisiones administrativas y judiciales que han adquirido la 
fuerza de la cosa juzgada, al ordenar la reincorporación de los jueces destituidos." En este 
punto, la Sala recurrió como precedente para considerar que la sentencia de la Corte Inter­
americana de Derechos Humanos era inejecutable en Venezuela, a la decisión antes señalada 
de 1999 de la Sala Plena del Consejo Supremo de Justicia Militar del Perú, que consideró 
inejecutable la sentencia de la Corte Interamericana de 30 de mayo de 1999, dictada en el 
caso Castillo Petruzzi y otro. 

En sentido similar, la Sala Constitucional venezolana concluyó que: 

En este caso, estima la Sala que la ejecución de la sentencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del 5 de agosto de 2008, afectaría principios y valores esenciales del or­
den constitucional de la República Bolivariana de Venezuela y pudiera conllevar a un caos 
institucional en el marco del sistema de justicia, al pretender modificar la autonomía del Po­
der Judicial constitucionalmente previsto y el sistema disciplinario instaurado legislativa­
mente, así como también pretende la reincorporación de los hoy ex jueces de la Corte Prime­
ra de lo Contencioso Administrativo por supuesta parcialidad de la Comisión de Funciona­
miento y Reestructuración del Poder Judicial, cuando la misma ha actuado durante varios 
años en miles de casos, procurando la depuración del Poder Judicial en el marco de la activi­
dad disciplinaria de los jueces. Igualmente, el fallo de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos pretende desconocer la firmeza de las decisiones de destitución que recayeron so­
bre los ex jueces de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo que se deriva de la 
falta de ejercicio de los recursos administrativos o judiciales, o de la declaratoria de impro­
cedencia de los recursos ejercidos por parte de las autoridades administrativas y judiciales 
competentes." 

Por todo lo anterior, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Venezuela, a peti­
ción del propio Estado venezolano declaró entonces "inejecutable el fallo de la Corte Inter­
americana de Derechos Humanos, de fecha 5 de agosto de 2008, en la que se ordenó la rein­
corporación en el cargo de los ex-magistrados de la Corte Primera de lo Contencioso Admi­
nistrativo Ana María Ruggeri Cova, Perkins Rocha Contreras y Juan Carlos Apitz B.; con 
fundamento en los artículos 7, 23, 25, 138, 156.32, el Capítulo III del Título V de la Consti­
tución de la República y la jurisprudencia parcialmente transcrita de las Salas Constitucional 
y Político Administrativa. Así se decide." Esto, acompañado de la afirmación de que la sala 
Constitucional, por "notoriedad judicial" ya sabía que el Tribunal Supremo había nombrado a 
otras personas como magistrados de la Corte Primera. 

Pero no se quedó allí la Sala Constitucional, sino en una evidente usurpación de pode­
res, ya que las relaciones internacionales es materia exclusiva del Poder Ejecutivo, solicitó 
instó "al Ejecutivo Nacional proceda a denunciar esta Convención, ante la evidente usurpa-
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ción de funciones en que ha incurrido la Corte Interamericana de los Derechos Humanos con 
el fallo objeto de la presente decisión; y el hecho de que tal actuación se fundamenta institu­
cional y competencialmente en el aludido Tratado." 

Finalmente, la Sala Constitucional instó a "la Asamblea Nacional para que proceda a 
dictar el Código de Ética del Juez y la Jueza Venezolanos, en los términos aludidos en la 
sentencia de esta Sala Constitucional Nº 1048 del 18 de mayo de 2006." 

Y así concluye el proceso de desligarse de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, y de la jurisdicción de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte del 
Estado Venezolano, utilizando para ello a su propio Tribunal Supremo de Justicia, que la­
mentablemente ha manifestado ser el principal instrumento para la consolidación del autorita­
rismo en Venezuela.24 

Debe recordarse en efecto, que en esta materia la Sala Constitucional también ha dis­
puesto una ilegítima mutación constitucional, reformando el artículo 23 de la Constitución en 
la forma cómo se pretendía en 2007 en la antes mencionada propuesta del "Consejo Presi­
dencial para la Reforma de la Constitución," designado por el Presidente de la República, al 
buscar agregar al artículo 23 de la Constitución, también en forma regresiva, que "correspon­
de a los tribunales de la República conocer de las violaciones sobre las materias reguladas en 
dichos Tratados", con lo que se buscaba establecer una prohibición constitucional para que la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos pudiera conocer de las violaciones de la Con­
vención Americana de Derechos Humanos. Es decir, con una norma de este tipo, Venezuela 
hubiera quedado excluida constitucionalmente de la jurisdicción de dicha Corte internacional 
y del sistema interamericano de protección de los derechos humanos.25 

En esta materia, también, lo que no pudo hacer el régimen autoritario mediante una re­
forma constitucional, la cual al final fue rechazada por el pueblo, lo hizo la Sala Constitucio­
nal del Tribunal Supremo en su larga carrera al servicio del autoritarismo. 

24 Véase Allan R. Brewer-Carias, "La progresiva y sistemática demolición institucional de la auto­
nomía e independencia del Poder Judicial en Venezuela 1999-2004," en XXX Jornadas J.M Do­
mínguez Escavar, Estado de derecho, Administración de justicia y derechos humanos, Instituto de 
Estudios Jurídicos del Estado Lara, Barquisimeto, 2005, pp. 33-174; "La justicia sometida al poder 
(La ausencia de independencia y autonomía de los jueces en Venezuela por la interminable emer­
gencia del Poder Judicial (1999-2006))," en Cuestiones Internacionales. Anuario Jurídico Villa­
nueva 2007, Centro Universitario Villanueva, Marcial Pons, Madrid, 2007, pp. 25-57; "Quis Cus­
todiet ipsos Custodes: De la interpretación constitucional a la inconstitucionalidad de la interpreta­
ción", en VIII Congreso Nacional de derecho Constitucional, Perú, Fondo Editorial 2005, Colegio 
de Abogados de Arequipa, Arequipa, Septiembre 2005, pp. 463-489; y Crónica de la "In" Justicia 
Constitucional. La Sala Constitucional y el autoritarismo en Venezuela, Caracas 2007. 

25 Véase sobre esta proyectada reforma constitucional Allan R. Brewer-Carías, Hacia la consolida­
ción de un Estado Socialista, Centralizado, Policial y Militarista. Comentarios sobre el sentido y 
alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, Colección Textos Legislativos, Nº 42, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, p. 122. 




